PRESUPUESTOS PROCESALES- Definición / PRESUPUESTOS PROCESALES - El fallador debe examinarlos oficiosamente al momento de proferir la sentencia / PRESUPUESTOS PROCESALES- La omisión o deficiencia de ellos conduce  a la nulidad del proceso o a un fallo inhibitorio / DEMANDA EN FORMA- Es obligación del  Juez usar la facultad de interpretación con el fin de desentrañar su verdadero sentido y alcance / LABOR DE INTERPRETACIÒN DE LA DEMANDA- Alcance /  IINEPTA DEMANDA- Se presenta  cuando no satisface plenamente los requisitos formales esenciales o cuando contiene una indebida acumulación de pretensiones / INEPTA DEMANDA EN PROCESO DE PERTENENCIA- No se presenta cuando la falta de claridad en la identificación del   el inmueble obedece a un error de transcripción / INEPTA DEMANDA POR INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES EN PROCESO DE PERTENENCIA – No se presenta cuando en la demanda  se invoca  la prescripción extraordinaria u ordinaria simultáneamente, si el Juez  en desarrollo de la labor interpretativa escudriña los hechos relatados y observa que en ellos no se hace alusión a los requisitos de la prescripción ordinaria y por el contrario todos apuntan a la extraordinaria.
ELEMENTOS DE LA POSESIÓN- Definición / ELEMENTOS DE LA POSESIÓN- se requiere la concurrencia del  corpus y el animus para la existencia de la posesión.

TESIS: De todo lo hasta aquí anotado podemos afirmar como, para que la figura de la posesión se consolide no basta que existan unos actos sobre un bien, sino que además estos se junten con el elemento psicológico, es decir considerarse dueño, sin reconocer derecho referente al mismo en otra persona, en otras palabras, no es suficiente el solo comportamiento, elemento externo de la posesión, sino que debe presentarse el interno en el poseedor en el sentido de considerar el objeto como suyo, pero al respecto puede decirse también que en el animus, se puede tener conciencia de no ser dueño, pero con su actuar se consolidará el dominio correspondiente; en cualquier evento, siempre debe excluirse el reconocimiento, ya expreso o tácito de un derecho en cabeza de otro.

 PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA- Requisitos para su procedencia 
Tesis: A su vez la procedencia de la prescripción adquisitiva está supeditada a que se reúnan ciertos requisitos como son que el bien sea susceptible de usucapir, que se haya poseído durante el término legal y que tal hecho sea ininterrumpido.

INTERVERSIÓN DEL TÍTULO- Los testimonios no alcanzaron a demostrar cuando los demandantes mutaron  la calidad de tenedor a poseedor del inmueble.
SUMA DE POSESIONES – Requisitos / 

 INTERVERSIÓN DEL TÍTULO- Excluye la suma de posesiones 

TESIS: “De las aseveraciones esgrimidas se colige que esta incorporación se puede dar sea por causa de muerte o por actos entre vivos, para lo cual se hace imperioso demostrar el vinculo jurídico por medio del cual se pretende unir la posesión; por lo tanto si se trata de actos entre vivos hay que determinar la naturaleza del acto, esto es, en relación con los inmuebles debe existir un título que sin importar que esté sometido a formalidad alguna éste sea idóneo para acreditar que este hecho fue convenido o consentido con el antecesor
; en lo que respecta a la causa hereditaria, se debe probar el parentesco habido entre el predecesor y el sucesor, y además quien lo solicite debe tener por ministerio de la ley legitimidad para pedir la sucesión de este hecho posesorio, siendo eficaz para tal demostración las pruebas propias para el estado civil.

Pretensión que está llamada al fracaso, al excluir la interversión del título la suma de posesión, ya que la primera de las mencionadas supone que los peticionarios ingresaron en el bien como meros tenedores variando su condición a la de poseedores, lo que se encuentra probada en el sub litis y la segunda que desde el inicio han tenido tal calidad.

De igual forma deviene la negación, por falsearse uno de los factores que integran la posesión como es el animus, lo que ya se había registrado, e impide la prosperidad de la prescripción…”
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ACTA No. 028  
Procede esta Sala de Decisión a resolver la apelación formulada por el demandante contra la sentencia dictada el primero (1) de noviembre de dos mil trece (2013) por el Juzgado Civil del Circuito de Fundación-Magdalena, dentro del proceso ordinario de pertenencia promovido por MIGUEL ÁNGEL MADRID GARCÍA y ANA DOLORES OLARTE MURCIA contra CERVECERÍA POLAR COLOMBIA EN LIQUIDACIÓN y PERSONAS INDETERMINADAS.

ANTECEDENTES

Los mencionados señores, actuando mediante apoderado, presentaron demanda ordinaria de pertenencia para que se declare que han adquirido mediante prescripción “ordinaria o extraordinaria”
 de dominio un inmueble ubicado en el barrio Alfonso López, calle 7 No. 8-35 Teatro Lord, Apartamento 3 B, los dos primeros y el último en el Edificio Fiorentino calle 7 No. 6-21 apartamento 3 A, con matrícula inmobiliaria Nº 225-2655 de la Oficina de Instrumentos Públicos de Fundación-Magd, alinderado tal como se describe en el hecho 1 del libelo, a su vez se ordene la inscripción del fallo en dicha Oficina y se condene en costas en caso de haber oposición.

Como hechos se narraron los que a continuación se sintetizan:

Afirmó que sus poderdantes entraron en posesión del inmueble objeto del presente proceso desde el año 1986, época a partir de la cual han ejercido actos de señor y dueño sobre el bien antes mencionado, en el que han realizado el pago de los servicios públicos y la instalación del servicio de energía en el año 2010, han cancelado todas las mejoras que se han realizado en el inmueble entre las que se encuentra la división del apartamento, el cual se entregó en arrendamiento a la señora ANA LUISA RODRÍGUEZ.
Los actores han ejercido su posesión de manera libre, no clandestina, pacífica, ininterrumpida y pública por más de 24 años. (F. 2-3)
ACTUACIONES DEL JUZGADO

Presentada ante el Juzgado Civil del Circuito de Fundación-Magd, el que admitió la demanda por auto del veintiuno (21) de mayo de 2010, ordenó notificar y correr traslado a las partes por el término de veinte (20) días e inscribirla en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Fundación-Magd (Folio 33).
Se allegó escrito en el que se reforma la demanda, lo que fue rechazado el trece (13) de julio de la misma añada
. El señor EVELIO JOSÉ CASTILLA VARGAS
 solicitó se le notificara  personalmente, confiriendo el respectivo poder para que lo representasen; por su parte CERVECERÍA POLAR COLOMBIA S.A  -EN LIQUIDACIÓN- exhortó se de por notificado por conducta concluyente
 e interpuso excepción previa de falta de legitimación en la causa por pasiva
.
Habiéndose emplazado personas indeterminadas
 se les designó curador ad litem
, quien contestó la demanda aceptando el hecho primero y no constándole los demás. (F. 187) Seguidamente se abrió el periodo probatorio
, donde se practicaron las declaraciones de los señores HÉCTOR PICO MAYORGA, OLGA OLARTE DE PICO, CARMEN CECILIA GALLARDO SKAT, SOFANOR MIGUEL GUTIÉRREZ PÉREZ, y FRANCISCO LUÍS PULGARÍN MEJÍA
, finalmente se practicó la inspección judicial al inmueble objeto del litigio. (F. 212 al 214); por auto del once (11) de septiembre de dos mil trece (2013) se corrió traslado para alegar de conclusión, oportunidad en la que el extremo activo allegó memorial.
LA SENTENCIA APELADA

El A quo dictó sentencia el primero (01) de noviembre de dos mil trece (2013), en la que se declaró inhibido para decidir de fondo el asunto por cuanto el bien en cuestión no se encuentra debidamente identificado, implicando la ausencia del presupuesto procesal que permitiera una decisión de mérito, ya que la delimitación expresada en el hecho número 1 y el establecido en las pretensiones no son concordantes y no poseen nomenclatura, lo que se corroboró con la inspección judicial. (F. 221 al 230)
LA APELACIÓN

Inconforme con lo anterior el extremo activo presentó recurso de apelación, en el que sostuvo que al momento de presentación de la demanda el juez no se manifestó sobre la delimitación del bien en cuestión; igualmente al interponer las excepciones, la parte accionada solo propuso la de falta de legitimación en la causa por pasiva y no el de ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales o indebida acumulación de pretensiones, por ende, aduce que el titular del juzgado no puede declararse inhibido y fallar una excepción de mérito no solicitada.(F. 232 al 239)
Prosiguió cuestionando la diligencia de inspección judicial, la que rebate con las fotografías adosadas a su escrito; la alzada se concedió el dieciocho (18) de noviembre de la pasada anualidad. (F.245)
ACTUACIÓN DEL TRIBUNAL

Llegado el expediente a esta Corporación, se admitió la alzada por auto del diez (10) de diciembre de dos mil trece (2013)
 el cual una vez en firme se ordenó correr traslado a las partes por el término legal de 5 días
, lapso en el que, las partes guardaron silencio.
Se pasa a resolver previas las siguientes

CONSIDERACIONES

En esta oportunidad la Sala es convocada para desatar la apelación contra la sentencia dictada el primero (1) de noviembre de dos mil trece (2013) por el Juzgado Civil del Circuito de Fundación-Magdalena, dentro del proceso ordinario de pertenencia promovido por MIGUEL ÁNGEL MADRID GARCÍA y ANA DOLORES OLARTE MURCIA contra CERVECERÍA POLAR COLOMBIA EN LIQUIDACIÓN y PERSONAS, en dicha tarea el primer interrogante que surge es si ¿La circunstancia de no haberse alegado la excepción previa de inepta demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones impide al juzgador declararse inhibido y fallar una excepción de mérito no solicitada?
Para dar solución al anterior planteamiento, es menester puntualizar que la argumentación y decisión de la sentencia objeto de alzada no constituye una excepción de fondo sino el análisis de los presupuestos procesales, tal como en ella se expone, lo que debe examinar oficiosamente el fallador, antes de entrar a conocer y decidir sobre las pretensiones y excepciones esgrimidas por los litigantes, con lo que decae las premisas enunciadas por el impugnante.
Entendiendo por tales, aquéllos indispensables para la regular configuración de la relación jurídico-procesal, y son cuatro (4), a saber: a) demanda en forma, b) capacidad para ser parte; c) capacidad procesal, y d) competencia. La ausencia de los dos primeros conduce a una sentencia inhibitoria, que no resuelve el fondo del asunto, remedio extremo al que se llega cuando a pesar de haberse hecho uso de los mecanismos que confiere la ley al juez y a las partes, no es posible su interpretación en el sentido de producir algún efecto, en tratándose del inicial
, o se acredita la inexistencia de la persona natural o jurídica parte en el proceso, si se refiere al segundo; los dos restantes conducen a la nulidad de la actuación. 

Sobre el particular ha expresado la Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia
:

“1. La relevancia singular de los presupuestos procesales se proyecta en la estructuración regular o normal del proceso, la relación jurídica derivada de éste y las condiciones necesarias del fallo de fondo. 
Trátase de elementos estructurales de la relación jurídica procesal, exigencias imperativas para su constitución válida o para proferir la providencia sobre el mérito del asunto, independientemente de su fundamento sustancial. 

No conciernen a la relación jurídica sustancial controvertida, causa petendi, petitum, ni a la legitimación en causa, aptitud o interés específico para deducir, controvertir o soportar la pretensión, cuestiones todas del derecho sustancial (CXXXVIII, 364/65), sino a “los requisitos indispensables para la integración y desarrollo valido del proceso (sentencia del 14 de agosto de 1995 exp. 4268), esto es, a la competencia del juez natural, la demanda en forma y la capacidad procesal para ser parte y comparecer a proceso, en tanto, el derecho de acción es una condición de la providencia favorable de la litis contestatio (LIX, 818; LXXV, 158 y XXVI, 93). La omisión o deficiencia de los presupuestos procesales, según se trate, conduce a la nulidad del proceso o a un fallo inhibitorio y, en este último caso, no exime al juzgador del deber de proferir una providencia indicativa de las razones por las cuales no define el mérito de la controversia (cas. civ. 21 de julio de 1954, LXXVIII, 2144, 104, 19 de agosto de 1954, 348, 21 de febrero de 1966).”

Descendiendo al caso que ocupa la atención de la Sala se visualiza en el numeral primero del acápite de las pretensiones: “Que se declare por vía de prescripción (ordinaria o extraordinaria) que los MIGUEL ANGEL MADRID GARCIA y ANA DOLORES OLARTE MURCIA son propietario (sic) del bien inmueble ubicado barrio Alfonso López, calle 7 No 8-35 Teatro Lord Apartamento 3 B, los dos primero y el último en el Edificio Fiorentino calle 7 No. 6-21 Apartamento 3 A determinado y alinderado en el hecho No. 1 con ocasión de la prescripción adquisitiva de dominio ejercida por más de veinticuatro (24) años por parte de los demandantes”.
A su vez el numeral primero de los hechos hace relación a: “El bien inmueble objeto del litigio, se encuentra ubicado en la ciudad de Fundación, barrio Alfonso López, calle 7 No. 8-35 apartamento número2, matrícula inmobiliaria No. 225-00002655 de la Oficina de Registro de Fundación Magdalena y el edifico Teatro Lord alinderado de manera general así: POR EL NORTE: en una extensión de veintidós punto treinta y un metros (22.31) calle 7 medio con el Hotel Milán de propiedad de BERTHA LOSADA E ITALA PEDRAZZINI LOSADA. POR EL SUR, en una extensión de veintidós (22.18) metros, con el predio que es o fue SIXTO SOLANO POR EL ORIENTE, en una extensión de dieciocho punto cinco metros (18.05) metros, con inmueble de propiedad de JOSÉ KATIME y POR EL OCCIDENTE, en una extensión de treinta y uno punto 10 metros (31.10) metros, con el predio que es o fue de WILLIAM YIDI…; El apartamento tiene las siguientes medidas: POR EL NORTE. en una extensión de veintidós punto treinta y un metros (22.31) calle 7 medio con el Hotel Milán de propiedad de BERTHA LOSADA E ITALA PEDRAZZINI LOSADA. POR EL SUR, en una extensión de veintidós (22.18) metros, con el predio que es o fue SIXTO SOLANO en una extensión de ocho (8) metros, con inmueble de propiedad de JOSE KATIME y POR EL OCCIDENTE, en una extensión de ocho metros (8:00) metros, con el predio que es o fue de WILLIAM YIDI El bien inmueble antes alinderado tiene una extensión total de 177.96 metros cuadrados, El cenit con el primer piso del edificio y el nadir con el tercer piso del edificio”.
Lo que muestra que se solicitan a la vez la cuerda ordinaria y la extraordinaria, de igual modo los hechos de la demanda no se encuentran en concordancia con las pretensiones de la misma, al ser confusa estas últimas e indicar inmuebles diferentes; invocándose como fundamentos de derecho
 el Art. 2512 del C. C., 398, 23 y 407 del C. de P. C., refiriéndose el primero a la definición de la prescripción.
De lo que se infiere en principio la falta de técnica para la elaboración del libelo incoatorio y con ello la tipificación de la falta del presupuesto procesal de demanda en forma, de la cual el Máximo Órgano de cierre de la Jurisdicción puntualizó:
“…La demanda en forma, como bien se sabe, constituye uno de los presupuestos procesales, el más importante quizás, pues allí es donde el actor concreta la pretensión y los hechos que le sirven de fundamento, motivo por el cual esa pieza cardinal debe cumplir, por imperativo legal (artículo 75 del Código de Procedimiento Civil), una serie de requisitos formales que sin ser sacramentales involucran contenidos de un debido proceso y defensa, pues con tales presupuestos no sólo se procura focalizar con precisión y claridad el objeto litigioso, sino garantizar el adecuado ejercicio de los derechos de acción y contradicción. 

Con todo, el cumplimiento de esas exigencias es cuestión a examinar bajo criterios de proporcionalidad y eficacia, de modo tal que la regla procesal cumpla el cometido que constitucionalmente le ha sido fijado, es decir, la “efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial” (artículo 4º, ibídem). De manera que si la apreciación de la demanda no es tarea que deba hacerse en función de la forma por la forma, es claro que una de las obligaciones del juez es interpretarla con el fin de desentrañar su verdadero sentido y alcance. Más, esa labor debe cumplirse dentro de un marco que no riña con su objetividad, razón por la cual la interpretación puede hacerse en los casos en que la imprecisión o la oscuridad no sean de una dimensión tal que obstaculicen por completo la averiguación de lo que su autor quiso expresar.
Sin embargo, no cualquier deficiencia en el contenido literal de la demanda atenta contra su idoneidad. Según el artículo 97, numeral 7º del Código de Procedimiento Civil, la inepta demanda sólo puede ocurrir cuando no satisface plenamente los requisitos formales esenciales o cuando contiene una indebida acumulación de pretensiones. En el caso concreto, el Tribunal no tuvo reparo respecto de lo primero, pero si de lo segundo al decir que contenía “indebida acumulación de pretensiones”, o de “acciones”, según sus confusas letras.

Como se sabe, la acumulación de pretensiones obedece al principio procesal de economía, según el cual, sin menoscabo de las garantías mínimas de defensa y contradicción, a un proceso debe sacársele el mayor provecho posible con el mínimo de esfuerzo jurisdiccional. Respecto de la acumulación objetiva de pretensiones, punto este de sumo interés a los fines propios del cargo en estudio, el artículo 82 del Código de Procedimiento Civil, exige como requisitos los siguientes: a) que el juez sea competente para conocer de todas ellas; b) que las pretensiones no se excluyan entre sí; y c) que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento. Por contraste, la indebida acumulación de pretensiones se daría en el evento de no cumplirse uno cualquiera de tales presupuestos, salvo cuando hay acumulación de pretensiones de menor cuantía a otras de mayor cuantía y cuando la acumulación excluyente de pretensiones se propone como principal y subsidiaria.

Al lado de las anteriores salvedades que impiden calificar una demanda de inepta, la Corte de vieja data viene sosteniendo, también al amparo del principio de economía procesal,  que no obstante una indebida acumulación de pretensiones, la demanda debería calificarse como idónea en el caso de ser posible un pronunciamiento de fondo e inhibitorio simultáneo parcial, en las siguientes situaciones: a) Cuando en relación con la competencia el proceso ha sido válidamente tramitado frente a la pretensión que se resuelve, pues en tal evento no puede predicarse nulo en absoluto ni anularse para unas pretensiones y ser válido para otras
; b) Cuando se encuentran pretensiones acumuladas tramitadas bajo una misma cuerda procesal, teniendo señalado en la ley un procedimiento distinto, porque a pesar de no poderse sanear la nulidad originada en el trámite inadecuado
, al máximo debe evitarse denegar justicia, lo cual ocurriría sin asomo de duda en una sentencia inhibitoria total frente a un proceso que ha sido tramitado en legal forma respecto de algunas pretensiones
; y c) Cuando tratándose de pretensiones incompatibles es posible, frente a una interpretación racional de la demanda, eliminar la aparente acumulación concurrente, a cuyo efecto se “estará mas a la intención del actor que a lo literal de las palabras, se cotejará las distintas partes del libelo apreciándolo en su conjunto, se preferirá el sentido en que una petición puede producir algún efecto a aquel en que no pueda producir ninguno”
.( CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. JOSÉ FERNANDO RAMÍREZ GÓMEZ,  dieciséis (16) de julio de dos mil tres (2003). Referencia: Expediente No. C-6729)
En el sub judicie, el A quo anotó que el inmueble cuya declaratoria de adquisición por usucapión se pretendía no se identificó plenamente ante la inconsistencia entre los supuestos fácticos y las pretensiones de la demanda, lo que si bien es cierto no es óbice para que se resolviera el lazo de instancia, toda vez que ha debido aplicar el precedente que orienta “Cuando el juez advierta ambigüedad, vaguedad o anfibología de la demanda a punto de no expresar con exactitud su sentido prístino, sea por la complejidad del asunto, sea por cualesquiera falencia o defecto de suficiencia técnica, terminológica o descriptiva, “para ‘no sacrificar el derecho material en aras de un culto vano al formalismo procesal’ (CCXXXIV, 234), está obligado a interpretarla en busca de su sentido genuino sin alterarlo ni sustituirlo, consultando la prevalencia del derecho sustancial, el acceso a la administración de justicia y la solución real de los conflictos”

En esta tarea advierte el Colegiado que la primera inexactitud en que incurrierran los actores obedeció a un error de transcripción, al coincidir las líneas “Apartamento 3 B, los dos primero y el último en el Edificio Fiorentino calle 7 No. 6-21 Apartamento 3 A” con las direcciones indicadas para los vecinos enunciados en el numeral 4 del folio 3; de ahí que sin lugar a dudas el inmueble perseguido por los señores MIGUEL ÁNGEL MADRID y ANA DOLORES OLARTE MURCIA es el apartamento 2 al remitirse “determinado y alinderado en el hecho No. 1”, con lo que se supera este escollo.
El segundo desacierto consiste en invocar la prescripción extraordinaria u ordinaria simultáneamente, sin precisar que lo hacía como principal y la otra como subsidiaria, pretensiones excluyentes entre sí, configurándose eventualmente una indebida acumulación de pretensiones conforme lo dispone el numeral 2 del Art. 82 del Estatuto Procesal.

De cara a este yerro la Corte Suprema de Justicia precisó: 

“…la Corte de antiguo ha sostenido “…que la labor de interpretación de la demanda, desarrollada con el único propósito de descubrir la intención original de quien acude a la jurisdicción…” puede ser adelantada por el juez siempre que el libelo “…se lo permita sin desfigurar la realidad que por sí sola allí se patentice, esto es, en aquellas hipótesis en que al hacerlo no modifique la esencia de lo pedido ni de las circunstancias fácticas en que el actor haya fundado esas súplicas; ya que, para decirlo en sentido contrario, si el contenido integral del acto introductorio ostenta claridad y precisión meridianas o si, en cambio, su oscuridad y confusión es de tal magnitud que objetivamente se hace imposible encontrar ese verdadero horizonte, entonces el sentenciador no podrá más que sujetarse a la literalidad que aparezca expuesta, con las respectivas consecuencias para el promotor del proceso…” (sentencia 016 de 7 de febrero de 2007, exp.#1999-00097-01), como quiera que él no puede hacer uso de esa facultad interpretativa, según ha reiterado la Sala, sino, por un lado, “…cuando la imprecisión y oscuridad de sus términos es tal que obstaculice por completo la averiguación de lo que el demandante quiso expresar, evento en el que, so pena de incurrir en yerro fáctico, no es posible la interpretación porque se suplantaría la presentada por su autor, sustituyéndolo de esa carga consagrada en la ley de manera exclusiva para él…”, y, por el otro, cuando las expresiones utilizadas en la mencionada pieza “…sean de tal precisión y claridad que no dejen ningún margen de duda acerca de lo pretendido por el demandante, caso este último en el que el juez debe estarse a ellos en la forma como se los presenta el actor, por cuanto pretender una interpretación de los mismos lo conduciría a un yerro similar, que en ambos casos sería manifiesto…”(G. J., t. CCXLIII, pags.112 y 113).”
 (Resaltado fuera de texto)

En desarrollo de la labor interpretativa y escudriñados los hechos relatados en el escrito introductor se observa que en ellos no se hace alusión a los requisitos de la prescripción ordinaria y por el contrario todos apuntan a la extraordinaria, al indicar que ejerce actos de señor y dueño por más de veinticuatro (24) años, por lo que se ha de estudiar su petitium a la luz de esta cuerda; de esta forma se remueve el obstáculo que le impidió al Juez de Instancia pronunciarse de fondo, por ello se ha de revocar la decisión objeto de alzada y en su lugar proferir la que corresponda, de ahí que se pasará a efectuar dicha labor no sin antes señalar que no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, dirigiéndose la demanda contra la persona que figuraba como titular de derecho real de dominio al momento de instaurarse y comparecer quien lo adquiriera con posterioridad, señor EVELIO JOSÉ CASTILLA VARGAS
.
El Art. 2518 del C. C define la prescripción como la manera de ganar el dominio de los  bienes corporales, raíces o muebles que están en el comercio humano, y se han poseído con las condiciones legales, agregando que pueden adquirirse de la misma manera los otros derechos reales que no están especialmente exceptuados.

A su turno el Art. 2527 ibídem distingue que la prescripción adquisitiva puede ser ordinaria o extraordinaria, exigiéndose para la primera, justo título, buena fe y la posesión regular no interrumpida por el tiempo que las leyes señalen.

La extraordinaria se regula por el Art. 2531 de la misma obra, que reza que no se necesita título alguno y que se presume la buena fe, salvo que exista título de mera tenencia que hará presumir la mala fe, con las salvedades allí contenidas.

Sobre el tiempo para la estructuración de esta última, con la modificación introducida por el Art. 6º la ley 791 de 2002 al Art. 2532 del C. C., se redujo de veinte a diez años. No obstante, de conformidad con las orientaciones dadas por el Art. 41 de la ley 153 de 1887, la prescripción iniciada bajo el imperio de una ley, y que no se hubiere completado aun al tiempo que se promulgue otra que la modifique podrá ser regida por la primera o la segunda, a voluntad del prescribiente, pero eligiéndose la última deberá contarse desde que la nueva empezó a regir.

El artículo 762 del Código Civil, define la posesión como la tenencia de una cosa con ánimo de señor o dueño; de la anterior definición surgen dos elementos que la configura, los cuales se han denominado el corpus y el otro el animus, la conjugación de estos dos factores son los integrantes del fenómeno denominado posesión.

Con respecto al primero de los mencionados, el corpus, se enseña que éste se hace consistir en un aspecto físico o material de la situación de hecho; es la tenencia de la cosa, con él se indica la subordinación de los bienes sobre la cual el hombre ejerce los actos constitutivos de posesión
, y se hace pública la tenencia a la cual hace referencia el artículo 762, mediante actos positivos a los que se refiere el artículo 981, como el corte de madera, la construcción de edificios, la de cerramientos, entre otros ejemplos contenidos en la norma que son a título ilustrativo, sin poder afirmar el ser una enumeración taxativa.

Establecido que las manifestaciones físicas de relación con la cosa es uno de los elementos constitutivos de la posesión, pasaremos a establecer en qué consiste el segundo componente; el animus
, que conforma el factor psicológico de aquella, pues es la voluntad que se encuentra en la persona que la detenta; ingrediente el cual sirve para calificar la relación física de tenencia dando respaldo a los actos posesorios ejercidos sobre la misma; es la voluntad de tenerla para sí, de modo libre e independiente de otra voluntad y, en fin, del derecho correspondiente, sea que éste exista o no en cabeza del poseedor. Cuando esta voluntad falta, sólo queda una fría relación física, sin alma, de un hecho material, sin fuerza por sí solo para atraer el derecho. Por tanto, se requiere la concurrencia de los dos elementos para la existencia de la posesión
, en cuanto a estos la Corte ha argumentado:

“Evidentemente en forma reiterada ha venido sosteniendo  la jurisprudencia que para usucapir deben aparecer cabalmente estructurados los elementos configurativos de la posesión, esto es, el animus y el corpus, significando aquél, elemento subjetivo, la convicción o ánimo de señor y dueño de ser propietario del bien desconociendo dominio ajeno; y el segundo, material o externo, tener la cosa, lo que generalmente se traduce en la explotación económica de la misma, con actos o hechos tales como levantar construcciones, arrendarla, usarla para su propio beneficio y otros parecidos.

Tales elementos - cuerpo y voluntad - cuya base legal sustancial es fundamentalmente el artículo 762 del Código Civil al decir que “la posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño”, son los que permiten de inmediato distinguir esta institución de la tenencia prevista en el artículo 775 de este ordenamiento, según el cual, es “la que se ejerce sobre una cosa, no como dueño, sino en lugar o a nombre del dueño
”.
De todo lo hasta aquí anotado podemos afirmar como, para que la figura de la posesión se consolide no basta que existan unos actos sobre un bien, sino que además estos se junten con el elemento psicológico, es decir considerarse dueño, sin reconocer derecho referente al mismo en otra persona, en otras palabras, no es suficiente el solo comportamiento, elemento externo de la posesión, sino que debe presentarse el interno en el poseedor en el sentido de considerar el objeto como suyo, pero al respecto puede decirse también que en el animus, se puede tener conciencia de no ser dueño, pero con su actuar se consolidará el dominio correspondiente; en cualquier evento, siempre debe excluirse el reconocimiento, ya expreso o tácito de un derecho en cabeza de otro.

A su vez la procedencia de la prescripción adquisitiva está supeditada a que se reúnan ciertos requisitos como son que el bien sea susceptible de usucapir, que se haya poseído durante el término legal y que tal hecho sea ininterrumpido; en estas palabras lo esgrimió el Máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria:

“Condición para que opere la declaración de pertenencia es, entonces, que el bien sobre el que ella versa sea prescriptible, lo que ha de examinar el Juez conjuntamente con las demás exigencias previstas en la ley para que ella tenga lugar, pues como lo precisó esta Corporación desde antaño “La prescripción  adquisitiva debe reunir tres requisitos: 1°) que la cosa u objeto sea susceptible de prescripción; 2°) que la cosa haya sido poseída durante veinte años (si se trata de la extraordinaria, se agrega); y 3° que la posesión no haya sido interrumpida
” 

A efectos de establecer si en el asunto que ocupa la atención de la Sala se reunieron los anteriores presupuestos, se examinará si con los medios suasorios existentes se logró probarlos, para ello se escudriñarán éstos.
Se visualiza las declaraciones de:

a) HÉCTOR PICO MAYORGA (F. 203) “…, yo compre el cine en 1986, y los puse a trabajar a Miguel Madrid como operador de las máquinas, y como éramos cuñados les cedí un apartamento en el segundo piso, hasta en le (sic) año de 1998 que POLAR medio el raponazo y ellos siguieron ahí, hasta la fecha”
b) OLGA OLARTE DE PICO (F. 204) “ellos trabajaban con nosotros en el cine, hasta que lo cerramos, ellos siempre vivieron en la segunda planta los apartamentos no tienen números…” “cuando Polar cerró ellos quedaron ahí como celando o cuidando”
c) FRANCISCO LUÍS PULGARÍN MEJÍA (F. 206) “me consta que Miguel Ángel Madrid y Ana Dolores Olarte se casaron en el año 86 y desde ese momento el señor Héctor Pico le cedió a Miguel el apartamento en donde ha vivido desde ese tiempo. Porque la esposa de Miguel es cuñada de Héctor y por familiaridad le cedió el apartamento”

d) CARMEN CECILIA GALLARDO SKAT (F. 207) “yo lo que se, es que Pico le había dicho que viviera en ese apartamento, y después siempre veía que le hacía cosas, incluso a una amiga le alquilaron una habitación para que viviera. Siempre los he visto ahí y tomando decisiones”, “porque el señor Pico que era el dueño les dijo que se metieran ahí a vivir, y que es su cuñado, les dejo ese apartamento para que vivieran ahí”
e) SOFANOR MIGUEL GUTIÉRREZ PÉREZ (F. 208)”yo los conozco desde 1986, porque era quien arreglaba la silletería, el telón, la base de las sillas, etc, del antiguo cine Lord, porque cuando don Héctor compró, el edificio, les dio el apartamento, el segundo para que ellos vivieran, y de ahí los conozco”
f) Inspección judicial (F. 212), la cual es cuestionada por el apelante, en el sentido de afirmar que no es cierto lo consignado en ella referente a la falta de nomenclatura que lo identifique para lo cual anexó a su escrito fotografías visibles a folios 241 al 243 en las que se aprecia el número 8-35.
De cara al embate efectuado, se precisa que revisada el acta de la diligencia de inspección judicial se constata que ella fue suscrita por el señor MIGUEL ÁNGEL MADRID GARCÍA y su apoderado, por lo tanto era en ese preciso momento en el cual podían formular el reparo mostrado, toda vez que esta se realizó el día 21 de agosto de 2013 mientras que las fotografías aportadas no permiten establecer la fecha en la cual fueron tomadas lo que permitiría una explicación a tal diferencia, pues bien pudo ocurrir que con posterioridad a la misma se instalaran los números correspondientes.
Lo cual no significa que por este hecho sea imposible establecer que se trata del mismo inmueble, al preveer el Art. 76 del C. de P. C. que éstos se “…especificarán por su ubicación, linderos, nomenclaturas y demás circunstancias que los identifiquen…”, sentando en el acta los linderos específicos del apartamento, detallando que esta ubicado en el Edificio donde funcionaba el Teatro Lord.
Al analizar las pruebas en conjunto y en especial del dicho de HÉCTOR PICO MAYORGA, OLGA OLARTE DE PICO, CARMEN CECILIA GALLARDO SKAT y SOFANOR MIGUEL GUTIÉRREZ PÉREZ son coincidentes en aseverar que los demandantes ingresaron al inmueble porque el primero de los mencionados se los cedió, sin embargo no precisan a que título y en otros apartes de sus deposiciones los señalan como poseedores, de igual forma la señora Olga menciona que quedaron como celadores.
Pese a lo anterior, la señora CARMEN CECILIA GALLARDO SKAT al indicar que los demandados han dado en arriendo parte del inmueble y el haber instaurado la presente demanda dan cuenta de la variación de la calidad de mero tenedores a poseedores, pero no por el simple paso del tiempo, como lo precisa el Órgano de cierre de la Jurisdicción:

"Pese a la sustancial diferencia que existe entre “tenencia” y “posesión”, y la clara disposición del artículo 777 del Código Civil, con base en la cual “el simple lapso del tiempo no muda la mera tenencia en posesión”, puede ocurrir que cambie el designio del tenedor, transmutando dicha calidad en la de poseedor. Es la denominada, iterase, interversión del título, lo que sitúa a quien pretende se le reconozca aquella, en la posibilidad jurídica de adquirir el bien por el modo de la prescripción. Pero para ello, tiene sentado la Sala, “esa mutación debe manifestarse de manera pública, con verdaderos actos posesorios a nombre propio, con pleno rechazo del titular, y acreditarse plenamente por quien se dice “poseedor”, tanto en lo relativo al momento en que operó la transformación, como en los actos categóricos e inequívocos que contradigan el derecho del propietario, pues para efectos de la prescripción adquisitiva de dominio, no puede computarse el tiempo en que se detentó el bien a título precario, que no conduce nunca a la usucapión y sólo a partir de la posesión podría llegarse a ella, si se reúnen los dos elementos a que se ha hecho referencia, durante el tiempo establecido en la ley” (sent. Cas. Civ., abr. 13/2009, exp. 52001-3103-004-2003-00200-01)". (CSJ, Cas. Civil,, Sent. mar .20/2013, Exp. 1995-00037. M.P. Margarita Cabello Blanco).

No obstante, debido a la circunstancia de estar registrada una medida cautelar decretada en el Juzgado Único Laboral del Circuito de Fundación-Magdalena dentro del proceso que sigue el señor MIGUEL ÁNGEL MADRID GARCÍA contra HÉCTOR PICO MAYORGA y CERVECERÍA POLAR COLOMBIA S. A. EN LIQUIDACIÓN Y OLGA OLARTE DE PICO como litisconsorte necesaria
, no permite tener en el Colegiado la certeza de uno de los componentes de la posesión, esto es el animus, por cuanto con la cautela si bien ella no interrumpe la posesión sí se esta reconociendo dominio ajeno, toda vez que al pedirse estas se hacen de los bienes del demandado.

Así mismo, los testimonios no dan cuenta de la época en que ocurrió la interversión del título, es decir desde cuando son poseedores del inmueble, para de esta forma contabilizar el tiempo que se requiere para ganar por prescripción el dominio de lo perseguido.
Finalmente en el hecho sexto de la demanda se alude a la suma de posesión de los señores MIGUEL ÁNGEL MADRID y ANA DOLORES OLARTE MURCIA a la de los señores OLGA OLARTE DE PICO y HÉCTOR PICO MAYORGA, quienes le dieron el predio “para que se alojaran”; al respecto los artículos 778 y 2521 del Código Civil prescriben lo conocido como sucesión jurídica de la posesión, la cual consiste en que el poseedor actual puede sumar a ese hecho la de su antecesor para efectos de completar el tiempo necesario para considerarse con derecho a usucapir el bien, sin embargo a tal acto se le apropia los vicios y calidades con la que la ejercía su predecesor, en este sentido lo ha manifestado la Corte:

“…Pues la suma de posesiones que consagra el artículo 2521 del Código Civil, en armonía con el 778 ibídem, no es una facultad utilizable solamente para los efectos de ganar por prescripción extraordinaria, sino también para los de la prescripción ordinaria, en la medida en que para la consumación de la prescripción, cualquiera que sea la modalidad que se alegue, el poseedor dispone de la prerrogativa de agregar al tiempo de su posesión el de su antecesor cuando la cosa ha sido poseída sucesivamente y sin interrupción por dos o más personas, siendo de rigor que quien la ejercite suceda a su antecesor en esa posesión a título universal o singular, es decir, por herencia, venta, permuta, etc., y que además justifique la existencia de un título de las ya expresadas cualidades…
” 

En otra oportunidad ese mismo Tribunal ha esbozado que para que exista la suma de posesiones deben concurrir y demostrarse una seria de condiciones que dan viabilidad a esta unión o incorporación:

“Es sabido que el hecho de agregar al tiempo de posesión propia el de los antecesores, facultad consagrada  por el artículo 778 del Código Civil en armonía con el 2521 ibídem, supone “la concurrencia de las condiciones que para tal efecto tiene establecidas la  doctrina de la Corte, cuales son:  a) que halla un  título idóneo que sirva de puente o vínculo sustancial entre antecesor y sucesor, b) que antecesor y sucesor  hayan  ejercido la posesión de manera  ininterrumpida y c) que haya habido entrega del bien, lo cual descarta entonces la situación de hecho derivada de la usurpación o el despojo
”.
De las aseveraciones esgrimidas se colige que esta incorporación se puede dar sea por causa de muerte o por actos entre vivos, para lo cual se hace imperioso demostrar el vinculo jurídico por medio del cual se pretende unir la posesión; por lo tanto si se trata de actos entre vivos hay que determinar la naturaleza del acto, esto es, en relación con los inmuebles debe existir un título que sin importar que esté sometido a formalidad alguna éste sea idóneo para acreditar que este hecho fue convenido o consentido con el antecesor
; en lo que respecta a la causa hereditaria, se debe probar el parentesco habido entre el predecesor y el sucesor, y además quien lo solicite debe tener por ministerio de la ley legitimidad para pedir la sucesión de este hecho posesorio, siendo eficaz para tal demostración las pruebas propias para el estado civil.

Pretensión que está llamada al fracaso, al excluir la interversión del título la suma de posesión, ya que la primera de las mencionadas supone que los peticionarios ingresaron en el bien como meros tenedores variando su condición a la de poseedores, lo que se encuentra probada en el sub litis y la segunda que desde el inicio han tenido tal calidad.
De igual forma deviene la negación, por falsearse uno de los factores que integran la posesión como es el animus, lo que ya se había registrado, e impide la prosperidad de la prescripción.
Al no salir avante la apelación se condenará en costas a la parte demandante, por lo que se fija las agencias en derecho en medio (1/2)  salario mínimo legal mensual vigente, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1.1, de los Procesos Ordinarios, Segunda Instancia, del artículo 6º, del acuerdo 1887 de 2003, modificado por con el acuerdo 2222 de 2003 emanado de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior Distrito Judicial de Santa Marta Sala Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: - REVOCAR el numeral primero de la sentencia emitida el primero (1) de noviembre de dos mil trece (2013) por el Juzgado Civil del Circuito de Fundación-Magdalena, dentro del proceso ordinario de pertenencia promovido por MIGUEL ÁNGEL MADRID GARCÍA y ANA DOLORES OLARTE MURCIA contra CERVECERÍA POLAR COLOMBIA EN LIQUIDACIÓN y PERSONAS INDETERMINADAS, y CONFIRMAR los demás numerales de la misma de acuerdo con lo bosquejado en la parte motiva de este fallo.

SEGUNDO: En su lugar se Niegan las pretensiones de los demandantes al no demostrar uno de los componentes de la posesión.
TERCERO: Se condena en costas a los demandantes. Por secretaría efectúese la respectiva liquidación.

Fíjese como agencias en derecho la suma de TRESCIENTOS OCHO MIL PESOS M/L ($ 308.000.oo) 

CUARTO: Una vez en firme esta providencia, remítase el proceso a su lugar de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MYRIAM FERNÁNDEZ DE CASTRO BOLAÑO 

Magistrada Sustanciadora
MARTHA ISABEL MERCADO RODRÍGUEZ

Magistrada
ALBERTO RODRÍGUEZ AKLE

Magistrado
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